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LITIGIO CIVIL DEL GOBIERNO DE MÉXICO EN CONTRA DE EMPRESAS DE ARMAS POR 
DAÑOS CAUSADOS POR LA FACILITACIÓN ACTIVA DEL TRÁFICO ILÍCITO DE SUS 
ARMAS A CÁRTELES DE LA DROGA Y OTROS CRIMINALES EN MÉXICO 
 

El litigio es un caso de tort law en contra de 
empresas de armas por acciones y omisiones 
que causan daños directos e indirectos a 
México. 
 
Como una petición general, México está 
solicitando a la Corte Federal de EUA fincar 
responsabilidades a estas empresas por sus 
prácticas comerciales negligentes e ilícitas 
que activamente facilitan el tráfico ilícito de 
sus armas a México.  
 
El litigio no es en contra del gobierno de EUA 
ni contra el derecho de los estadounidenses de 
poseer y portar armas en su país (Segunda 
Enmienda de su Constitución). Los cárteles de 
la droga no tienen derecho a poseer y portar 
armas.  
 
México está inundado de armas que vienen de 
EUA. De 1999 a 2004, los homicidios en México 
estaban en declive. Pero incrementaron 
drásticamente en 2004, que coincide con el 
incremento de la producción, distribución y 
publicidad de las armas de carácter militar en 
EUA.  
 
 
 
 
 
 

Entre 70% y 90% de las armas recuperadas en 
escenas del crimen en México vienen 
ilícitamente de EUA.  
 

 
Ilustración 1- Tipo de armas de EUA recuperadas en México 
traceadas por ATF (2014-2018) 

El flujo de armas a México y su consiguiente 
uso ilícito, es el resultado previsible de 
decisiones deliberadas y con conocimiento de 
causa para diseñar, publicitar, distribuir y 
vender armas en formas que saben, con virtual 
certeza, que suministrarán a criminales en 
México. 
 
El gobierno de México tiene leyes nacionales 
que hacen virtualmente imposible que los 
criminales obtengan legalmente armas en 
México. Sólo hay una tienda de armas en el 
país y otorga menos de 50 permisos por año.  

 
Las compañías que México está demandando 
pasan por alto estas estrictas leyes y crean 
estragos en la sociedad mexicana, al 
suministrar persistentemente un torrente de 
armas a los cárteles de la droga.  
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Se estima que más de medio millón de armas 
son traficadas anualmente de EUA a México.  
 
Las compañías a las que se dirige la demanda 
producen más del 68% de las armas traficadas 
que provienen de EUA, lo que significa que 
anualmente venden más de 340,000 armas 
que viajan desde sus plantas en 
Massachusetts y otros estados en EUA a los 
criminales al sur de su frontera. 
 
Diseñan, publicitan y venden armas en formas 
que saben que rutinariamente arman a los 
cárteles de a droga en México. 
 

 
Ilustración 2 - La edición especial de la .38 Super Pistola de Colt 
está grabada, por un lado, con una imagen del revolucionario 
mexicano Emiliano Zapata, y por otro, con la frase que se le 
atribuye: "Más vale morir de pie que vivir de rodillas". 

Se valen de distribuidores sin escrúpulos y 
corruptos y de prácticas de venta peligrosas e 
ilegales con los que cuentan los cárteles de la 
droga para obtener sus armas.  
 

 
 
En lugar de producir y vender sus armas de 
manera que se prevenga su comercio ilegal, 
ellos eligen continuar suministrando el 
mercado ilegal de armas en México -porque 
sacan ganancia de ello-. 
 
Tienen conocimiento del tráfico masivo hacia 
México de sus armas. Se ha documentado de 

manera extensiva en las noticias, estudios 
académicos, reportes gubernamentales, 
revisiones y consultas de Naciones Unidas, y a 
través de las solicitudes de rastreo que hacen 
a estas empresas agencias del orden que 
encuentran las armas en escenas del crimen.  
 
A pesar de esta abundante información, no 
han implementado ninguna medida de 
política pública para monitorear o disciplinar a 
sus sistemas de distribución.  
 
Su política es vender a cualquier distribuidor o 
vendedor que tenga una licencia de EUA para 
comprar y vender el producto, sin importar si 
el vendedor tiene récord de eludir la ley o de 
que haya alertas de que está involucrado en 
ventas a prestanombres u otras prácticas 
ilegales para traficar sus armas a México.  
 
Estas empresas “meten la cabeza en la arena” 
para negar su responsabilidad mientras 
conscientemente obtienen ganancias del 
comercio criminal. Exacerban su negación a 
monitorear y disciplinar a sus sistemas de 
distribución al diseñar armas de asalto de tipo 
militar, y publicitarlas de formas que atraen a 
organizaciones criminales trasnacionales sin 
escrúpulos como lo son los cárteles de la 
droga.  
 

 
 
México demanda a 11 compañías, de las cuales 
6 están basadas en EUA y cuyas armas son 
frecuentemente recuperadas en México: 
Smith & Wesson, Beretta, Century Arms, Colt, 
Glock y Ruger. Otra empresa demandada es 
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Barret, cuyos rifles calibre .50 son preferidos 
por los cárteles de la droga.  
 
Otra de las demandadas, Interstate Arms, es 
una empresa de venta al mayoreo situada en 
Boston a través de la cual todas las empresas 
anteriores, a excepción de una, venden sus 
armas para reventa a minoristas de EUA. 
 

 
 
Las compañías que el Gobierno de México está 
demandando saben o eligieron 
conscientemente pasar por alto que sus 
diseños, publicidad y distribución de armas 
presenta un serio riesgo de daño ala gente de 
México y su gobierno, pero aún así, continúan 
vendiendo sus armas sin ejercer un cuidado 
razonable.  
 
El litigio civil es un esfuerzo adicional del 
Gobierno de México para detener el flujo ilícito 
de armas y de rifles semiautomáticos a México. 
Estamos demandando en corte que estas 
empresas: 
 
Eliminen y remedien la alteración al orden 
público que han creado en México; 
 
Creen e implementen estándares suficientes 
para razonablemente monitorear y disciplinar 
sus sistemas de distribución; 
 
Incorporen todos los mecanismos disponibles 
de seguridad a sus armas, incluidos los 
dispositivos para prevenir el uso de las armas 
por usuarios no autorizados; 
 
Financien estudios, programas, campañas 
publicitarias y otros eventos enfocados en 
prevenir el tráfico ilícito de armas; 

 
Tomen todas las acciones necesarias para 
abatir los daños presentes y futuros que su 
conducta está causando o causará en un 
futuro en México; 
 
Paguen por daños al gobierno de México por 
un monto a determinarse en corte.  
 
 
 
 


